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Radicación Nro.:          66001-31-05-003-2014-00315-02
Proceso:                      Ordinario Laboral  

Demandante:               Ariel Fernando Cuecha Lozano
Demandado:                Rubén Darío Escobar Arcila                                    

Juzgado de origen:      Juzgado Tercero Laboral del Circuito 
Magistrado Ponente:   Julio César Salazar Muñoz
Tema: 
CARGA DE LA PRUEBA DEL CONTRATO DE TRABAJO/ Inexistencia del vínculo laboral, material probatorio no indica que el demandante trabajara en el inmueble del demandado, sino que entre ellos se presentó un contrato de arrendamiento por ese bien/ Hechos tenidos por ciertos, por sanción procesal, admiten prueba en contrario  
“(…) se concluye que entre el señor Ariel Fernando Cuecha Lozano y el señor Rubén Darío Escobar Arcila no existió una relación de índole laboral, cobrando fuerza lo expresado por el accionado en la contestación de la demanda (…) cuando afirma que el motivo que llevó al señor a estar en el bien inmueble de su propiedad fue el contrato de arrendamiento suscrito entre él y la compañera permanente del señor Cuecha Lozano, situación ésta que se corrobora con la providencia emitida por el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira el 19 de mayo de 2010 (…) compañera permanente del accionante, hacer entrega del bien inmueble arrendado (…) al señor Rubén Darío Escobar Arcila, al declarar legalmente terminado el contrato de arrendamiento suscrito entre las partes y que se encontraba vigente desde el 1º de mayo de 2004.

Ahora, si bien es cierto que la parte demandada no asistió a la audiencia de conciliación y que como consecuencia de esa omisión la juez de primera instancia le aplicó la sanción procesal de tener por ciertos los hechos susceptibles de confesión relacionados en la demanda, lo cierto es que ello admite prueba en contrario, y como se evidenció en este proceso, las pruebas allegadas al proceso muestran que entre el accionante y el señor Escobar Arcila no existió un contrato de trabajo a término indefinido entre los extremos señalados en la demanda (...)”
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MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA
SALUDO. BUEN DIA
Hoy, seis de abril de dos mil dieciséis, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor ARIEL FERNANDO CUECHA LOZANO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el 10 de febrero de 2015, dentro del proceso que le promueve al señor RUBEN DARIO ESCOBAR ARCILA, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-003-2014-00315-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Ariel Fernando Cuecha Lozano que la justicia laboral declare entre él y el señor Rubén Darío Escobar Arcila existió un contrato de trabajo a término indefinido desde el 1º de marzo de 1999 hasta el 20 de mayo de 2011 y con base en ello aspira que se condene al accionado a reconocer y pagar salarios, cesantías y sus intereses, vacaciones, primas de servicios, indemnización por despido sin justa causa, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del C.S.T., los aportes a la seguridad social y las costas procesales a su favor.
Fundamenta sus pretensiones en que el 1º de marzo de 1999 fue contratado por el señor Rubén Darío Escobar Arcila para cuidar la casa y lote de su propiedad ubicado en la Cra. 9 Nº 26-57 y 26-47 de la ciudad de Pereira; sostiene que estuvo habitando el inmueble durante doce años con su compañera permanente y sus dos hijos; manifiesta que durante esa época le correspondió realizar las diligencias pertinentes para que instalaran los servicios públicos domiciliarios; asegura que siempre ejecutó su labor como vigilante de manera personal y en el tiempo señalado por el demandado, sin embargo, nunca percibió salario alguno por ese servicio; afirma que el señor Escobar Lozano le hizo firmar a su compañera permanente un documento en blanco, que posteriormente se convirtió en un contrato de arrendamiento; informa que a través de proceso de restitución de inmueble arrendado, el 20 de mayo de 2011 fue desalojado del bien inmueble que cuidaba.
Al contestar la demanda –fls.36 a 39- el señor Rubén Darío Escobar Arcila aceptó que el señor Ariel Fernando Cuecha Lozano estuvo habitando la casa y el lote relacionado en el libelo introductorio, pero desde el 1º de mayo de 2004 y en razón de un contrato de arrendamiento suscrito con su compañera permanente María Aceneth Pescador, del cual fueron desalojados el 20 de mayo de 2011; motivo por el que negó que hubiese tenido alguna relación contractual con el accionante y menos de índole laboral. Se opuso a las pretensiones proponiendo la excepción de mérito que denominó “No existir contrato laboral entre las partes”.
En sentencia de 10 de febrero de 2015, la funcionaria de primer grado con base en las pruebas allegadas determinó que entre el señor Ariel Fernando Cuecha Lozano y el señor Rubén Darío Escobar Arcila no existió un contrato de trabajo entre los extremos señalados en la demanda, pues en realidad lo que se demostró es que esa casa y lote fueron entregados al demandante y su familia en razón de un contrato de arrendamiento suscrito con el señor Rubén Darío Escobar Arcila. De otro lado señaló, que de tenerse por probado que existió una relación de índole laboral entre las partes, lo cierto es que el mismo no pudo haberse desarrollado de manera continua, pues como bien lo dijeron los testigos, el accionante prestaba sus servicios en esa época cuidando carros en ese mismo sector e igualmente fue contratado como vigilante en el Gaula y en el Hospital San Jorge, lo que impide determinar durante que fechas se presentó el último contrato entre las partes.

Por tales motivos declaró probada la excepción de fondo de “No existir contrato laboral entre las partes” y en consecuencia negó las pretensiones de la demanda.
Inconforme con la decisión, el señor Ariel Fernando Cuecha Lozano interpuso recurso de apelación argumentando que si bien los testigos no fueron claros en expresar durante que fechas se prolongó la relación laboral entre él y el demandado, la verdad lo que se pretendía con esos testimonios era desvirtuar lo expresado en la contestación de la demanda, acreditándose con ellos que entre él y el señor Escobar Arcila existió un contrato de trabajo. 
Igualmente considera que era a la parte accionada a quien le correspondía desvirtuar que entre las partes no se dio un contrato de trabajo, situación que no realizó; pues lo que quedó demostrado es que él prestó sus servicios a favor del demandado.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Existió entre el señor Ariel Fernando Cuecha Lozano y el señor Rubén Darío Escobar Arcila un contrato de trabajo a término indefinido desde el 1º de marzo de 1999 y el 20 de mayo de 2011?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

CARGA DE LA PRUEBA EN MATERIA DE CONTRATOS DE TRABAJO

Si bien la configuración de un contrato de trabajo requiere la presencia de los tres elementos previstos en el artículo 23 del C.S.T., y de conformidad con el principio general de la carga de la prueba, previsto en el artículo 177 del C.P.C., incumbe a la parte que afirma, acreditar su aserto; en desarrollo del principio general de la favorabilidad laboral, está previsto en el artículo 24 del C.S.T. que “Se presume que toda relación de trabajo personal está regida por un contrato de trabajo”, lo cual no hace nada distinto a repartir la carga probatoria respecto a las reclamaciones de carácter contractual laboral.

En efecto, si la “relación de trabajo” es la prestación personal de un servicio de manera continuada y por remuneración, al trabajador le bastará demostrar la prestación de tales servicios para que, en principio, se asuma que los llevó a cabo bajo la modalidad de un contrato de trabajo y, en consecuencia, pueda gozar de todos los beneficios otorgados por el C.S.T.

De otro lado, demostrada la prestación de los servicios personales, si el empleador se quiere eximir de las consecuencias jurídicas propias de la vinculación contractual laboral, le corresponde la carga de probar que los servicios recibidos, no lo fueron en forma subordinada o por remuneración. 
EL CASO CONCRETO
Sostiene el señor Ariel Fernando Cuecha Lozano en la demanda –fls.19 a 24- que prestó sus servicios personales como vigilante en la casa de habitación y lote de propiedad del señor Rubén Darío Escobar Arcila ubicado en la Cra 9ª Nº 26-57 y 26-47 de la ciudad de Pereira, desde el 1º de marzo de 1999 y el 20 de mayo de 2011.

Ahora bien, como el señor Rubén Darío Escobar Arcila no se presentó a la audiencia de que trata el artículo 77 del C.P.T. y de la S.S. y por ende ante su inasistencia a la etapa de conciliación, la funcionaria de primer grado le aplicó la sanción procesal prevista en ese artículo y tuvo por ciertos todos los hechos susceptibles de confesión de la demanda, haciendo claridad en que ellos admiten prueba en contrario.

Con el fin de dar luces frente a los detalles que rodearon la supuesta relación contractual entre el señor Cuecha Lozano y el señor Escobar Arcila, fueron llamados a rendir sus testimonios, por petición de la parte actora, los señores Ricardo Jara Vásquez y Gustavo Giraldo Peláez. 

El señor Ricardo Jara Vásquez manifiesta que conoce al señor Ariel Fernando Cuecha Lozano pues desde hace muchos años vive en el sector en el que aquel vivió con su familia; expresa inicialmente que el demandante prestaba sus servicios cuidando el predio ubicado en la Cra 9ª Nº 26-57 y 26-47 de la ciudad de Pereira de propiedad del señor Rubén Darío Escobar Arcila, no obstante, posteriormente reveló que lo que sabe de ese aparente servicio prestado por el actor, fue porque el propio demandante se lo contó, pues de lo único que puede dar fe en ese sentido es de que el señor Cuecha Lozano vivía en ese lugar con su familia; revela también que en esa época el demandante se desempeñaba cuidando carros en un sector aledaño al sitio donde vivía con su familia y que era esa la actividad mediante la cual lograba el sustento suyo y el de su grupo; en ese mismo sentido expresó que el accionante no solamente prestaba sus servicios cuidando carros, sino que adicionalmente estuvo trabajando en el Gaula de Pereira y en el Hospital Universitario San Jorge de esa misma capital, prestando sus servicios como vigilante; finalmente indica que en el año 2006, él mismo suscribió con el señor Escobar Arcila un contrato de arrendamiento con el objeto de utilizar el bien inmueble ocupado por el señor Ariel Fernando Cuecha Lozano, para realizar sus actividades como ebanista, sin embargo, como el arrendador no cumplió con sus obligaciones contractuales, la ejecución del mismo solo se prolongó hasta el mes de junio de 2006.
El señor Gustavo Giraldo Peláez afirma que conoce al señor Ariel Fernando Cuecha Lozano desde hace muchos años, en razón a que él vive con su familia en un bien inmueble ubicado en el sector de su residencia; sostiene que si bien ese predio es de propiedad del señor Rubén Darío Escobar Arcila, desconoce si entre el demandante y él existió una relación laboral, pues lo único que si puede asegurar, como ya lo dijo, es que el señor Cuecha Lozano vivía en ese lugar con su compañera permanente e hijos; finalmente al preguntársele de dónde provenía el sustento del demandante, aseguró que la actividad que desempeñaba el actor era la de cuidar carros en un sector lindante, haciendo claridad en que nunca vio que él desempeñara actividad alguna en el inmueble donde vivía, más allá de cortar de vez en cuando la maleza que crecía. 
De conformidad con lo expresado por los declarantes, se concluye que entre el señor Ariel Fernando Cuecha Lozano y el señor Rubén Darío Escobar Arcila no existió una relación de índole laboral, cobrando fuerza lo expresado por el accionado en la contestación de la demanda –fls.36 a 40- cuando afirma que el motivo que llevó al señor a estar en el bien inmueble de su propiedad fue el contrato de arrendamiento suscrito entre él y la compañera permanente del señor Cuecha Lozano, situación ésta que se corrobora con la providencia emitida por el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira el 19 de mayo de 2010 –fls.67 a 69- en donde se le ordena a la señora María Aceneth Pescador, compañera permanente del accionante, hacer entrega del bien inmueble arrendado ubicado en la Cra 9ª  Nº 26-57 y 26-47 de la ciudad de Pereira al señor Rubén Darío Escobar Arcila, al declarar legalmente terminado el contrato de arrendamiento suscrito entre las partes y que se encontraba vigente desde el 1º de mayo de 2004.
Es que nótese que fueron los propios testigos arrimados al proceso por la parte actora, quienes dieron fe de que las verdaderas actividades que desplegaba el accionante para proveer su sustento y el de su familia, se derivaban de los servicios que prestaba como vigilante de carros en el sector aledaño al que vivía, o como vigilante en el Gaula Pereira y en el Hospital Universitario San Jorge del mismo municipio, sin que en realidad efectuara actividad alguna en el predio de propiedad del accionante en ese sentido, pues para lo único que lo utilizaba era para vivir con su familia.

Ahora, si bien es cierto que la parte demandada no asistió a la audiencia de conciliación y que como consecuencia de esa omisión la juez de primera instancia le aplicó la sanción procesal de tener por ciertos los hechos susceptibles de confesión relacionados en la demanda, lo cierto es que ello admite prueba en contrario, y como se evidenció en este proceso, las pruebas allegadas al proceso muestran que entre el accionante y el señor Escobar Arcila no existió un contrato de trabajo a término indefinido entre los extremos señalados en la demanda; razones por las que no hay lugar a acceder a las pretensiones del señor Ariel Fernando Cuecha Lozano.
En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el 10 de febrero de 2015.
Costas en esta instancia a cargo de la parte recurrente en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.
SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta por las personas que han intervenido.
Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
  ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO                                         
LEONARDO CORTÉS PÉREZ
Secretario
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